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1. INTRODUCCIÓN. 
A finales de los años sesenta y a comienzos de los setenta empezó 
a hacerse opinión común la necesidad de revisar el Concordato espa-
ñol de 1953, que era comúnmente calificado como «inadaptado a su 
época», «disconforme con la eclesiología del Concilio Vaticano 11», 
«poco concorde con la situacíón actual española», etc. Por su parte, 
los representantes de ambas Altas Partes Contratantes también se 
mostraban inequívocamente partidarios de la revisión de la situación 
concordataria. En esas condiciones resultaba difícil sostener una po-
sición conservadora respecto al concordato de 1953. Pero tampoco 
florecieron las posiciones innovadoras. La innovación que con cierta 
unanimidad se hacía sentir consistía en la supresión del privilegio del 
fuero y del privilegio de presentación; innovación que efectivamente 
se produjo por Acuerdo de 28 de julio de 1978. Por lo demás quienes 
escribían sobre la renovación del Concordato centraban sus observa-
ciones sobre el procedimiento de llevar a cabo la renovación más que 
sobre las materias cuya regulación jurídica debía variar. 
Hoy, tras la firma en 3 de enero de 1979 de cuatro Acuerdos por 
los que se deroga íntegramente el Concordato de 1953, estamos en 
condiciones de juzgar hasta qué punto resultaba obsoleto el Concorda-
to de 1953 y en qué medida se subsanó esa obsolescencia. Y la impre-
siónque se obtiene de su lectura es que lo que se consideraba obsoleto 
de~ Concordato de 1953 no estriba tanto en las soluciones jurídicas 
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que aporta, ni en los temas que regula -se vuelven a regular esos mis-
mos temas y se les vuelven a dar las mismas soluciones prácticas-, 
sino en aspectos puramente formales. 
La principal diferencia formal que separa el Concordato de 1953 
de los Acuerdos firmados en 3 de enero de 1979 consiste en que los 
nuevos acuerdos ya no pueden considerarse el fruto de una época po-
lítica superada -el régimen franquista-, sino que quedan encuadra-
dos plenamente dentro del nuevo orden constitucional. Ciertamente, 
la regla de la permanencia de los tratados internacionales, no obstan-
te las modificaciones realizadas en la organización de los poderes en 
el seno de un cuerpo social determinado, es considerada por la mayor 
parte de los autores como una regla dásica del Derecho de gentes 1. 
Son múltiples, por otra parte, los concordatos cuya vigencia ha sub-
sistido pese a las profundas remodelaciones del orden constitucional. 
Tal sucede con los concordatos de Austria, Alemania, Italia, Alsacia 
Lorena, etc. 
Pese a la pervivencia fáctica de los concordatos al margen de los 
cambios constitucionales y pese a que esa pervivencia se considera 
conforme con los principios de Derecho Internacional, no cabe duda, 
sin embargo, de que parte de la doctrina, especialmente algunos ecle-
siasticistas italianos, han hecho mucho hincapié en la necesidad de 
hacer prevalecer los textos constitucionales sobre los acuerdos con-
cordatarios efectuados en épocas anteriores. Esa actitud se puede 
considerar un tópko del eclesiasticismo italiano del momento, de la 
que son representativos los volúmenes «Individuo, gruppi, confessio-
ni religiose nello Stato democrático» 2, correspondiente a las Actas 
del Convenio Nacional de Derecho Eclesiástico, celebrado en Siena del 
30 de noviembre al 2 de diciembre de 1972 y el volumen «Studi per la 
revisione del concordato» 3, a cargo de la cátedra de Derecho eclesiás-
tico de la Universidad de Roma, y que Pietro Agostino d'Avack intro-
duce con estas palabras, tras poner de relieve que toda convención 
internacional o privada está por su propia naturaleza sujeta a revi-
sión: «E cio e tanto piiJ. naturale che venga a verificarsi nel caso nos-
tro, atteso il regime radicalmente diverso e sotto tanti aspetti antite-
tico vigente in Italia all'epoca in cui vennero stipulati i Patti latera-
nensi in rapporto al regime che gli e subentrato oggi e in particulare 
alla sostituzione de passato Stato monarchico fascista con l'attuale 
Stato republicano democratico. ( ... ). Ne segui cosi la conservazione 
l. HENRI WAGNON, Ooncordats et droit international, Gembloux, 1935, p . 317. 
2. Milán, 1973. 
3. Padua. 1970. 
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di un sistema normativo garantito nella sua integrita dalla constitu-
zione stessa e pure manifestamente contrastante in numerose sue 
norme con i nuovipricipi e clausole costituzionali». 
Hay motivos fundados para pensar que, pasado el tiempo, también 
el Concordato español de 1953 correría el peligro de ser acusado de 
anticonstitucionalidad, en base a una valoración historicista de sus 
presupuestos jurídicos. Los acuerdos de 1979, en cambio, impiden 
esa posibilidad, no sólo porque su firma pertenece al nuevo período 
constitucional, sino también porque, conservando las mismas solu-
ciones prácticas, les da un nuevo planteamiento conforme con los 
presupuestos jurídicos de la nueva constitución española y con la re-
novación doctrinal del iuspublicismo eclesiástico acaecida a raíz del 
último concilio ecuménico. 
Estas consideraciones, comunes en relación con la generalidad de 
los temas objeto de nueva regulación pactada entre la Iglesia y el Es-
tado, se perciben nítidamente a propósito del tema que nos correspon-
de tratar. 
2. COMENTARIO AL CONTENIDO DEL ACUERDO: 
En efecto, el arto XXVI del Concordato de 1953 afronta el tema de 
la inspiración cristiana de la enseñanza partiendo de un principio de 
confesionalidad doctrinal del Estado, que el arto 11 de la Ley de Prin-
cipios del Movimiento Nacional establecía con toda rotundidad, al 
calificar la doctrina de la Santa Iglesia Católica, Apostólica y Romana 
como única y verdadera, así como fe inseparable de la conciencia 
nacional. En consonancia con esta premisa constitucional no resultaba 
fuera de lugar que el arto XXVI del Concordato estableciese que «en 
todos los centros docentes de cualquier orden y grado, sean estatales 
o no estatales, la enseñanza se ajustará a los principios del dogma y 
la moral de la Iglesia Católica», atribuyendo además a los Ordinarios 
funciones de vigilancia y censura en materia de fe y costumbres sobre 
los centros de enseñanza y material didáctico. 
El arto I del nuevo acuerdo sobre «Enseñanza y asuntos Cultura-
les» afronta igualmente el tema de la inspiración cristiana de la ense-
ñanza, pero sobre una base completamente distinta. Se invoca, en su 
lugar, el derecho fundamental de los padres sobre la educación moral 
y religiosa de sus hijos, lo cual está en plena congruencia con el arto 
27, n. 3 de la nueva Constitución. En segundo lugar, el compromiso 
de que en los centros docentes públicos la educación sea respetuosa 
con los valores de la ética cristiana no necesita tampoco el apoyo de 
la confesionalidad católica del Estado Español, siendo su actual ap<r 
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yo el que, como señala el arto 15, n. 3 de la Constitución, «los poderes 
públicos tendrán en cuenta las creencias religiosas de la sociedad es-
pañola», y el principio de libertad religiosa, que acoge ese mismo ar-
tículo en su número primero; principio que era completamente ex-
traño al Concordato de 1953. 
Tanto el arto XXVI del Concordato como el arto 1 del nuevo Acuerdo 
conducen al mismo resultado práctico: garantizar -en la medida en 
que pueden hacerlo disposiciones de carácter tan genérico- una ins-
piración cristiana de la enseñanza. Es más, entiendo que la apelación 
al derecho que asiste a los padres para que los hijos reciban la for-
mación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convic-
ciones resulta mucho más actuable y eficaz que una genérica atribu-
ción a los Ordinarios de funciones de vigilancia y control de ortodo-
xia, para cuya puesta en práctica carecen de medios. 
Prescindimos -por ser objeto de otra colaboración en este volu-
men- de comentar los artículos 11, 111, IV, V, VI, Y VII, que tratan 
de la enseñanza de la religión en los diversos niveles educativos y 
que reproducen la temática del arto XXVII del Concordato 4. También 
reproducen la misma solución práctica, si se tiene en cuenta que 
la Orden de 20 de diciembre de 1976 había suprimido la obligatorie-
dad de la asignatura de religión en los estudios universitarios y que 
el respeto a la libertad religiosa en este campo estaba previsto por 
el arto XVII, n. 1 del Concordato, por el arto 7, n. 3 de la Ley de Liber-
tad religiosa y desarrollado en la Orden de 23 de octubre de 1967. 
El arto VIII del Acuerdo, relativo a los seminarios menores dio-
cesanos y religiosos, difiere ciertamente del arto XXX del Concordato, 
que trata de la misma cuestión, estableciendo una equiparación entre 
los estudios cursados en el Seminario y los estudios de Enseñanza Ge-
neral Básica, Bachillerato Unificado y Polivalente y Curso de Orienta-
ción Universitaria. 
Esa equiparación en realidad, ya se había ido produciendo, cada 
vez con carácter más pleno, a 10 largo de los años de vigencia del con-
cordato. El último párrafo del arto VI del Acuerdo sobre Seminarios 
y Universidades, al que remitía el arto XXX del Concordato: estable-
ce: «Los alumnos de los Seminarios, que, además del curso clásico 
(cinco años) hubiesen aprobado el curso filosófico (tres años) queda-
rán habilitados legalmente para sufrir las pruebas finales establecidas 
para la obtención del título de bachiller». 
Posteriormente un Decreto del Ministerio de Educación de IS-VII-
4. Vid. JOSÉ MARÍA GoNZÁLEZ DEL VALLE, Situazione dell'instruzione religiosa in 
Spagna, en «Citta e Regione» (1977) julio, pp. 283-287. 
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1955 amplió la equiparación de los estudios seminarísticos a los es-
tatales, mientras el Decreto de 8-VI-1956 y las Circulares de 27-X-1956 
y 19-11-1957 regulaban la convalidación de estudios seminarísticos pa-
ra escuelas de Magisterio. 
Tras la Ley General de Educación de 1970, por resolución de abril 
de 1972, se autorizaba a los Seminarios Menores y Casas de Forma-
ción de religiosos para impartirlos cursos 5.° y 6.° de E.G.B. La Orden 
de 15-XII-1977, en aplicación de las Ordenes de 19-VI-1971 y 
3O-XII-1971, por las que se establecen normas y requisitos para la 
transformación y clasificación de los centros docentes, estima que va-
rios seminarios Menores y casas de formación de Religiosos reúnen 
los requisitos de idoneidad exigidos por la legislación común para 
impartir la segunda etapa de E.G.B. 
En fin, cuando el arto VIII del Acuerdo que estamos comentando 
establece el principio de aplicar a los seminarios menores diocesanos 
y religiosos la legislación general para su clasificación como centros 
de enseñanza secundaria ese acuerdo constituye ya una realidad ope-
rativa y vigente en nuestro país. 
Este tema -el encuadramiento de la enseñanza efectuada en los se-
minarios-, si bien no puede considerarse una innovación, puesto que 
ya tiene precedentes en las disposiciones 'antes citadas, sí Iconstituye 
un paso adelante en esa línea, a la vez que supone un refrendo concor-
datario a la situación existente. 
El Concordato de 1953 partía también en este tema de un plantea-
miento confesional. El reconocimiento y protección de los semina-
rios por parte del Estado no se basa en que se imparta en ellos una 
enseñanza similar a la que en otros centros -estatales o no- cursan 
los estudiantes de igual edad, sino en que la preparación de clérigos 
constituye un interés que el Estado debe proteger. Es más, en el n. 1 
del arto XXX del Concordato de 1953, la Iglesia recelosa ante posibles 
actitudes regalistas, frecuentes en épocas pasadas en este campo, re-
caba del Estado la garantía de una plena autonomía en los planes de 
estudio y organización interna de los seminarios. Y en el acuerdo de 
8 de di.ciembre de 1946 la Iglesia sólo se comprometía a que en los 
seminarios se estudie Lengua, Literatura, Geografía e Historia de 
España en extensión no inferior al plan de enseñanza media. El resto 
del acuerdo sobre seminarios de 1946 tiene una relevancia casi exclu-
sivamente económica, en cuanto el Estado se compromete a la dota-
ción de seminarios mayores y menores. Es lógico, por este motivo, 
que la derogación del acuerdo de 8 de diciembre de 1946 no se esta-
blezca en las disposiciones finales del Acuerdo que estamos comen-
tando sobre enseñanza y asuntos culturales, sino en el arto VII del 
acuerdo sobre Asuntos Económicos. 
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Ese nuevo cambio del presupuesto confesional se percibe también 
muy marcadamente al quedar derogado, sin ser sustituida por otra 
disposición similar, el párrafo del arto XXX del Concordato de 1953, 
que dice así: «El Estado procurará ayudar económicamente, en la 
medida de lo posible, a las casas de formación de las Ordenes y Con-
gregaciones religiosas, especialmente aquellas de carácter mjsional». 
Ese compromiso de procurar ayudar a la formación de religiosos, po-
niendo especial acento en las instituciones de carácter misional, reve-
la igualmente -al no haber por medio un interés por la enseñanza 
en cuanto tal- un interés exclusivamente confesional. El Estado se 
hace responsable de la cura religionis, de los intereses religiosos de la 
Iglesia Católica en cuanto tales. 
Sabido es, por otra parte, la contribución que los institutos religio-
sos de carácter misional prestaron a la labor de la colonización de los 
países europeos católicos. Y de ahí el tradicional interés del Estado, 
netamente regalista, por la promoción de esta clase de instituciones 
eclesiásticas. Pero ya en la fecha en que el Concordato de 1953 se fir-
mó la disposición resultaba un tanto obsoleta, al ser España un país 
prácticamente desprovisto de colonias. 
El planteamiento actual es totalmente diverso. El Estado se inte-
resa por los seminarios, en la medida en que por ajustarse a la legis-
lación común pueden ser clasificados como centros de E.G.B. u otras 
realidades educativas equivalentes que en el futuro puedan crearse, 
como especifica al protocolo final a este Acuerdo. Esto hará posible 
resoluciones por parte de las autoridades estatales similares a las que 
dio el Consejo de Estado francés en 9-XII-1938 5, en la que precisaba, 
en relación con una subvención a un seminario menor, que esa sub-
vención no constituía una subvención al culto --cosa que prohibe el 
principio de laicidad imperante en la Constitución francesa- ya que 
la «institución de que se trata permanece abierta a todos los niños, 
prepara al bachiller secundario y funciona bajo el control de la auto-
ridad académica» y «el hecho de que una cierta proporción de sus 
alumnos se destine al sacerdocio no reviste la índole de dar al estable-
cirnjento carácter cultual». 
Este nuevo planteamiento, por otra parte, más que a una actitud 
no confesional por parte del Estado con el que la Iglesia no tenga más 
remedio que transigir, responde al deseo por parte de la autoridad 
eclesiástica de que los estudios seminarísticos no constituyan un 
mundo aparte y un ámbito cultural distinto y ajeno al de los restantes 
alumnos españoles de las mismas edades. 
5. Cfr. Recueil Sirey, 1939, 3.' parte, p, 38. 
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La preparación para el sacerdocio -entendemos- exige cierta-
mente una preparación específica, pero que debe darse además de la 
preparación común que reciben el resto de los españoles en edad esco-
lar y no en sustitución de esa preparación común. Desde este punto de 
vista, este nuevo planteamiento de los estudios seminarísticos constitu-
ye un remodelar los estudios eclesiásticos, digno de elogio. De un lado, 
los seminarios habían llegado a constituir un mundo cultural excesiva-
mente encerrado en sí mismo; de otro, los seminaristas vivían en un 
ambiente extraño a la realidad social que los circundaba; y finalmen-
te, se originaba un problema de adaptación, tanto si la vocación al sa-
cerdocio de los seminaristas prosperaba, al encontrarse con un mundo 
distinto del visto desde el seminario, como si decidían cambiar de 
orientación su vida, encontrándose en posesión de unos diplomas dis-
tintos de los que las demás personas de su edad poseían. 
En cualquier caso, desde el punto de vista eclesial, esta acomoda-
dación tiene la ventaja de que nunca el alumno de un seminario pue-
da verse constreñido a perseverar en su decisión de dedicarse al mi-
nisterio sacerdotal por razones no sobrenaturales, cual sería la de 
que, abandonado el seminario, debería de comenzar de nuevo los es-
tudios secundarios. En modo alguno, pues, compartimos la opinión 
de Regatillo 6 que considera esa equiparación o acomodación un incon-
veniente, en la medida en que puede constituir una tentación de aban-
donar la carrera eclesiástica. 
Que este nuevo planteamiento de los seminarios no responde a 
una necesidad de sometimiento a la legislación estatal común sobre 
estudios de enseñanza secundaria, sino a un nuevo enfoque de la fi-
nalidad y función de los seminarios menores por parte de la Iglesia 
se percibe de la lectura de la siguiente disposición elaborada por 
la Comisión para la reforma del CIC: «In seminariis minoribus simi-
libusque institutis, ubi exstent, admittantur iuvenes, virtute quidem 
praestantes, etiam qui ses e ad sacra ministeria vocatos non aesti-
ment» 7. En efecto los seminarios no se consideran a tenor de esta dis-
posición exclusivamente como centros destinados a la preparación 
para el sacerdocio, sino también como centros de enseñanza comunes. 
y el propio decreto conciliar Optatam totius indica que «es preciso 
que los estudios que hayan de seguir los alumnos estén organizados 
de forma que, en caso de abrazar otro estado de vida, puedan sin di-
ficultad proseguirlos en otros centros 8. 
6. El concordato español de 1953, Santander, 1961, n. 540, p. 411. 
7. «Communicationes», 8 (1976), n. 2, p. 128; vid. también, p. 158. 
8. N.3. 
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Si en relación con los seminarios menores se aplica el criterio de 
someterlos a la legislación común, con mayor motivo se reitera este 
mismo principio en relación con los centros docentes no universita-
rios, respecto a los cuales se estipula en el arto IX del Acuerdo que «los 
establecidos o los que se establezcan por la Iglesia se acomodarán a 
la legislación que se promulgue con carácter general, en cuanto al 
modo de ejercer sus actividades». 
Tampoco esta disposición constituye una novedad, sino que sancio-
na ,concordatariamente el statu qUXJ existente. A tenor de la Ley gene-
ral de Educación los centros de enseñanza se clasifican en estatales y 
no estatales, incluyéndose en esta última categoría los de la Iglesia 
-por los cuales hay que entender tanto los eregidos por los ordina-
rios diocesanos como por las órdenes, congregaciones religiosas e ins-
titutos a ellas equiparados-, que por lo demás constituyen el centro 
docente no estatal más típico y común. 
Una disposición similar a la del arto IX sobre centros docentes no 
universitarios se establece en el arto X respecto a los centros universi-
tarios: «los establecidos o que se establezcan se acomodarán a la le-
gislación que se promugue con carácter general en cuanto al modo 
de ejercer sus actividades». No obstante, el número 2 de ese artículo 
señala que el Estado reconoce la existencia legal de las universidades 
de la Iglesia establecidas en España en· el momento de entrada en 
vigor del Acuerdo, teniendo en cuenta los derechos adquiridos. Su 
existenCia y régimen jurídico están regul'ados por el Convenio entre 
la Santa Sede y España de 5-IV-1962, que continuará vigente para 
ellas a no ser que opten por su adaptación a la legislación general so-
bre universidades no estatales, tal como especifica el arto XVII del 
acuerdo. 
Sucede, sin embargo, que no existe en España una legislación ge-
neral sobre universidades no estatales. La Ley General de Educación 
les dedica una frase, incluida en el n. 3 del arto 94: ,«La autorización 
para crear Universidades no Estatales sólo podrá ser concedida por 
medio de una Ley, sin perjuicio de lo dispuesto en las normas con-
cordadas». El anteproyecto de Ley de Autonomía Universitaria prevé 
igualmente su existencia, pero tampoco establece una legislación so-
bre las mismas. La disposición transitoria primera establece que «el 
reconocimiento a efectos civiles de los estudios que se cursen en las 
universidades de la Iglesia actualmente existentes seguirán rigién-
dose transitoriamente por la normativa vigente, hasta el momento en 
que, para cada centro o carrera, se dicten las oportunas disposiciones 
de reconocimiento, de acuerdo con la legislación general, que no exi-
girá requisitos superiores a los que se impongan en las universidades 
del Estado o de los entes públicos». 
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Se trata de nuevo, a nuestro entender, de sancionar el statu quo 
existente en materia de enseñanza universitaria, previendo la posibi-
lidad de que en España se promulgue una legislación de carácter ge-
neral, al amparo de la cual sea viable la erección de universidades por 
iniciativa no estatal. 
El n. 3 del arto X establece que «1os alumnos de estas Universida-
des -se refiere a los establecidos por la Iglesia- gozarán de los mis-
mos beneficios en materia de Sanidad, Seguridad Escolar, Ayuda al 
Estudio y a la Investigación y demás modalidades de protección al 
estudiante, que se establezcan para los alumnos de las universidades 
del Estado». De nuevo nos encontramos ante un precepto que lejos 
de innovar pretende conservar la situación actualmente existente, que 
ya estaba prevista, dándole además el carácter de norma concordada 
que hasta ahora no tenía. 
El arto XI está dedicado a las universidades, facultades, institutos 
superiores y otros .centros de Ciencia eclesiástica, respecto a los cua-
les se señala que la Iglesia conserva su autonomía para establecerlos 
a tenor de su propio Derecho. Este mismo reconocimiento se garanti-
zaba ya en el Corcordato de 1953. No deja de sorprender, sin embar-
go, que esos centros se consideren destinados a la «formación de sa-
.cerdotes, religiosos y seglares», con olvido de los diáconos, que no 
forman parte de ninguna de esas tres categorías. Entendemos que se 
trata de una simple imprecisión; y que, no obstante esa omisión, se 
reconoce igualmente a la Iglesia autonomía para establecer centros de 
Ciencia Eclesiástica destinados a la formación de diáconos, si así lo 
estima procedente. 
Por lo demás, la convalidación de los estudios y el reconocimiento 
por parte del Estado de los efectos civiles de los títulos otorgados en 
esos centros superiores es algo que se remite a una futura «regulación 
específica». «En tanto no se acuerde la referida regulación -continúa 
la disposición- las posibles convalidaciones de estos estudios y la 
concesión de valor civil a los títulos otorgados se realizará de acuerdo 
con las normas generales sobre el tema». 
No se nos alcanzan cuáles puedan ser esas «normas generales sobre 
el tema», ya que al tratarse de unos estudios eclesiásticos de carácter 
específico, esas normas sobre convalidaciones y efectos civiles de los 
títulos constituye también una normativa muy específica y concreta. 
Entendemos, pues, que se trata simplemente de nuevo de conservar 
la actual situación, hasta tanto no se llegue a una nueva normativa 
que la sustituya y que se remite al futuro. 
No obstante, respetando los derechos adquiridos -tal como es-
pecifica la disposición transitoria segunda-, se deroga el último nú-
mero del artículo XXX del Concordato de 1953 en virtud del cual los 
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grados mayores en ciencias eclesiásticas -es decir los de doctor y li-
cenciado-- son considerados título suficiente para la enseñanza, en 
calidad de profesor titular, de las disciplinas de la Sección de letras 
en los centros de enseñanza media dependientes de la autoridad ecle-
siástica. 
El arto XII prevé la posibilidad de establecer centros de estudios 
superíores de Teología católica en las Universidades del Estado, pero 
nada se regula en concreto al respecto, pese a que la Orden de 2o-XII-76 
establecía una normativa provisional «hasta tanto se alcance 'un acuer-
do con la Santa Sede sobre las materias educativas objeto de regula-
ción por el Concordato de 1953». Ese acuerdo que entonces se preveía 
y que estamos comentando no resuelve sin embargo la cuestión. Por 
lo que continúa siendo competencia del Servicio de Asistencia y For-
mación religiosa que la citada orden instituye contribuir a la ense-
ñanza religiosa de los universitarios «mediante la organización de 
cursos, seminarios y otras iniciativas de orden formativo, sin que en 
ningún caso esas actividades tengan el carácter de asignaturas corres-
pondientes a los planes de estudio». 
Finalmente, el arto XIII del Acuerdo establece la aplicación del 
principio de igualdad entre los centros de enseñanza de la Iglesia y 
sus alumnos y los demás centros y alumnos no estatales, en orden a 
subvenciones, becas, beneficios fiscales y otras ayudas que el Estado 
otorgue. También en este terreno la disposición no pasa de confirmar 
la situación actualmente existente. 
A la vista de este somero análisis del Acuerdo de 3 de enero de 1979, 
sobre Enseñanza y asuntos culturales, firmado pero todavía no ratifi-
cado, podemos concluir con una paradoja: se trata de un acuerdo que 
ya está vigente, antes de estar vigente. Y su sentido es, como decíamos 
al principio, insertar el Concordato de 1953 dentro del nuevo orden 
constitucional, sustituyendo su título de vigencia, que podría en el fu-
turo ser discutido, por un nuevo título de vigencia: el que le propor-
ciona el marco del nuevo orden constitucional. 
3. EL RÉGIMEN CONCORDADO SOBRE DOCENCIA EN su CONTEXTO POLÍTICO. 
Hace ya tiempo, se ha puesto de relieve que las relaciones entre la 
Iglesia y el Estado, tras el nuevo orden constitucional subsiguiente a 
la caída del Antiguo Régimen, no cabe plantearlas como simples re-
laciones entre dos poderes soberanos, que pueden pactar libremente 
lo que estimen oportuno, para después imponerlo a sus respectivos 
súbditos, que son en realidad comunes a ambos; sino que el sistema 
democrático del ejercicio de la soberanía lleva consigo que sean los 
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propios ciudadanos a través de sus representantes parlamentarios, 
quienes tienen capacidad de ratificar y ejecutar o no lo concordado, 
por lo que las relaciones entre la Iglesia y el Estado constituyen un 
reflejo de las relaciones entre la Iglesia y los partidos políticos 9. 
Si aceptamos esta premisa, fácilmente llegamos a la conclusión de 
que la suerte de este acuerdo sobre enseñanza -su significación prác-
tica- será muy distinta según sea la composición de fuerzas políti-
cas en materia de legislación sobre la enseñanza. En realidad el acuer-
do firmado se basa en un único principio: sometimiento de los cen~ 
tros de enseñanza eclesiástica a la legislación común sobre enseñanza 
no estatal. De ahí que el contenido práctico de este acuerdo depende 
de la suerte que corra esa legislación sobre enseñanza no estatal. 
Al respecto, algunos partidos de izquierdas han adoptado posicio-
nes muy precisas: simple tolerancia de la enseñanza no estatal, en la 
medida en que no puede ser eliminada, y negación del derecho a diri-
gir y gestionar los centros docentes lO. La consecución del primer ob-
jetivo se sustancia en la negación de subvenciones con cargo a los 
presupuestos del Estado a la enseñanza no estatal. Este objetivo se 
formula como un principio de carácter general. No se trata de sub-
vencionar a los centros docentes en la medida en que contribuyan a 
resolver el problema de la enseñanza, independientemente de su cali-
ficación conforme a la dicotomía estatal no estatal, sino que se parte 
de que los centros estatales deben de ser subvencionados con cargo 
a los presupuestos del Estado, pero no así los privados. 
Como es sabido, el tema de la igualdad financiera de los centros 
docentes -independientemente de que sean estatales o no- se ha 
planteado como uno de los principales puntos de fricción entre los 
partidos políticos en diversos países europeos desde comienzos de 
siglo. «La tendencia general es hoy -señala Corral~, al menos en 
Europa Occidental, a que la igualdad jurídica lleve consigo la igual-
dad financiera» 11. 
Uno de los países en que esta cuestión se ha planteado más aguda-
mente y se ha resuelto del modo más tajante es Holanda. Desde 1917 
la Constitución holandesa, en su arto 208 se ha pronunciado con toda 
claridad por la igualdad económica entre la enseñanza estatal y no 
9. Vid. JOSÉ M.a GoNZÁLEZ DEL VALLE, La autonomía en lo temporal. Delimita-
ci6n de su dimensión institucional y personal, en «lus Canonicum» 12 (1972) n .O 24, 
pp~ 20-24 Y bibliografía alli citada. 
lO. Vid. J. l. RUIZ DE OLABUENAGA, M . MARROQUIN, G. LAIBARRA, Enseñanza, 
elecciones políticas y futuro educativo, Madrid, 1977, pp. 103-134. 
11. JosÉ G. M. CARVAJAL-CARLOS CORRAL, Relaciones de la Iglesia y el Estado, 
Madrid, 1976, p. 272. 
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estatal, pues de otro modo, como declaró el gobierno holandés, en 
l-XI-16 por boca del Ministro Van Liden, «se obliga a los padres a 
costear mediante impuestos una enseñanza inútil para ellos, aunque 
completamente satisfactoria para otra parcela de la nación. La lógica 
exige · una igualdad financiera completa, puesto que sólo ella podrá 
restablecer la paz». Este precepto constitucional se ha ido poniendo 
progresivamente y con todo rigor en práctica, desde los niveles obli-
gatorios de enseñanza hasta la enseñanza universitaria, con tal exacta 
correspondencia, que si los gastos de la escuela pública resultan más 
elevados que los previstos, la escuela no estatal recibe una suma com-
plementaria a título de reajuste. 
El Bélgica se puso fin a la guerra escolar, · mediante el Pacto Esco-
lar, firmado en 6-XI-1958 por los tres grandes partidos políticos: so-
cial-cristiano. socialista y liberal. El pacto se transformó en la Ley de 
29cV-1959 y otras disposiciones sucesivas, todas ellas inspiradas eh el 
principio de igualdad financiera de los centros docentes. 
En · España el arto 94 § 4 de la Ley General de Educación establece 
iguahnente el principio de la igualdad financiera entre centros esta-
tales y no estatales en relación con los niveles de enseñanza obliga-
toria -Enseñanza General Básica y Enseñanza profesional de primer 
grado-, señalando que los centros no estatales «serán subvenciona-
dos en la misma cuantía que represente el coste de sostenimiento por 
alumno en la Enseñanza de Centros estatales, más la cuota de amorti-
zación e intereses de las inversiones requeridas». Ahora bien, ese prin-
cipio resulta inoperante, desde el momento en que la disposición adi-
cional segunda de dicha Ley señala que en la implantación del ré-
gimen de gratuidad se atenderá con preferencia a la gratuidad de los 
centros estatales. 
En España se produce la paradoja de que la enseñanza que resulta 
máximamente subvencionada es la del nivel universitario -ya que las 
tasas académicas cubren sólo un 10% del costo real-, por el hecho de 
ser casi íntegramente estatal, mientras que la enseiíanza General Bási-
ca, que constituye un nivel obligatorio, y el bachillerato, resultan me-
nos subvencionados, por estar en mucha mayor medida atendida por 
centros docentes no estatales. 
En consecuencia, la situación actualmente existente no sólo ofecee 
el reparo fundamental de que resulta lesionado el derecho a la liber-
tad de enseñanza, en la medida en que ésta no resulta efectiva si la 
libertad de elección de centros docentes viene limitada por razones 
económicas, sino que resulta además incongruente y socialmente in-
justa por cuanto descuida los niveles prioritarios, desde un punto de 
vista educativo por el mero hecho de no ser estatales. 
La Comisión episcopal de Enseñanza, en su declaración de 28-X-69 
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al respecto ha señalado que la «enseñanza es servicio a la sociedad y 
en concepto de tal debe ser sostenida por toda la sociedad, a través de 
la financiación equitativa del Estado, bien que se trate de enseñanza 
estatal o de centros surgidos de la iniciativa no estatal. Negar esa fi-
nanciación a los centros no estatales, equivale a ponerlos en el dilema 
de desaparecer o de acoger en sus aulas a los hijos de familias de po-
sición económica elevada» 12. 
La negación del derecho a dirigir y gestionar los centros docentes 
se hace en nombre de la democracia y consiste en imponer a todos los 
centros docentes una estructura de gobierno inspirada en el modelo 
democrático de gobierno político 13. 
Aunque la organización democrática se considera y con razón una 
garantía de la libertad en materia política, como ha mostrado de mo-
do convincente Ramón Maciá, refiriéndose concretamente a la insti-
tución universitaria, «respecto al problema de si es aplicable la fór-
mula de la democracia universal o representativa, esto es, si es posi~ 
ble la participación de todas las personas de todos los estamentos 
que constituyen la universidad -estudiantes, profesores, administra-
tivos, personal de servicios varios- en la dirección y resolución de 
cuestiones estrictamente académicas, es fácil darse cuenta de que es 
imposible» 14. Y lo propio cabe decir respecto a los restantes niveles 
educativos. 
Mientras la democracia como fórmula política se basa en la atri-
bución de igualdad de competencias decisorias a los diversos ciuda-
danos, la estructura docente se basa en la desigualdad de competen-
Cias dentro de un centro docente, en razón del diverso grado de saber 
de cada uno de ellos. La desigualdad fundamental estriba en distinguir 
dos grandes grupos de docentes y discentes; y dentro de cada uno de 
ellos, ulteriores divisiones, según su grado de saber. 
Dada esta estructura de las instituciones docentes, derivada de su 
naturaleza, no resulta posible aplicar el principio de igualdad de com-
petencia en las decisiones que afectan a la enseñanza e investigación; 
sin desvirtuar la propia naturaleza y finalidad de la enseftanza. Con~ 
cretamente, la aplicación del principio democrático a la estructura y 
12 . . En «Ecclesia», n. 1466 (1969), p. 1575. Sobre la actitud del episcopado 
español en materia de enseñanza vid. JOSÉ L. SANTOS, Evolución del régimen do-
cente concordado en España, en «Ius Canonicum» 15 (1975) n. 29, pp. 322-329 Y 
Centros docentes de la Iglesia en la evolución española en «La Iglesia en España 
sin Concordato», Madrid 1976, pp. 203-235. 
13. En este sentido, JESÚS PRIETO DE PEDRO, en «Lecturas sobre la constitución 
española» vol. 2, Madrid 1978, pp. 503-524. 
14. Universidad y Democracia, Madrid 1978, p. 73. 
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organización de los centros docentes lesiona el principio de libertad 
de cátedra y el principio de autonomía en la docencia. 
Ha sido concretamente en la Universidad alemana el país en que 
por vez primera este tema se ha tratado desde un punto de vista ju-
rídico positivo, proporcionándose la solución correspondiente. Los 
movimientos de agitación estudiantil culminaron en 1968 en una serie 
de reformas de las Universidades de los Uinder, inspiradas en la idea 
de democratización de los órganos de gobierno de la Universidad. La 
oposición a ese movimiento democratizador culminó en la sentencia 
de 29 de mayo de 1973, dictada por el Tribunal Supremo Constitucio-
nal de Karlsruhe, contra la ley provisional de Baja Sajonia de 26-X-
1971. Se trata de una sentencia extensísima y que decide el fondo de 
la cuestión, en base a criterios de constitucionalidad. Esta sentencia 
inspirará a su vez la Ley Marco universitaria de 26-1-1876, de vigencia 
para toda la federación. En ella se prevé, aparte de otras cuestiones, 
que en materia de investigación, docencia y nombramiento de profe-
sores, los órganos colegiados llamados a decidir han de estar com-
puestos con mayoría absoluta por catedráticos; y los acuerdos sólo 
serán válidos si obtienen una mayoría de votos por parte de esta su-
prema categoría del profesorado 15. 
Como señala la sentencia antes citada, el principio de igualdad 
garantizado por la Constitución no permite la igualación de .catego-
rías diferentes. De otra parte, el derecho de libertad científica garanti-
zado por la Constitución alemana resulta lesionado, sise incluye a 
personas que carecen de competencia en los órganos de decisión, ges-
tión, etc., relativos a la investigación y a la docencia. A los profesores 
de rango superior, por haber acreditado una superior preparación 
científica, les corresponde ocupar una posición preeminente frente a 
los discentes y profesores de rango inferior. 
El mismo razonamiento, cuyo encuadramiento histórico tan su-
cintamente hemos expuesto, vale para la situación española, ya que 
el art. 20. 1 c. reconoce la libertad de cátedra. 
Esa misma exigencia deriva, por lo que a la universidad española 
se refiere, del último número del arto 27 de la Constitución: «Se reco-
noce la autonomía de las Universidades, en los términos que la ley 
establezca». Esa autonomía requiere, antes de nada, que todas las de-
cisiones que afectan a la docencia e investigación sean motivadas por 
razones exclusivamente científicas y pedagógicas. De ahí que el tema 
de la autonomía universitaria, y en general, de la autonomía de la en-
15. Vid. sobre este tema, RAMÓN MACIÁ, Universidad y Democracia, cit., pp. 
157-206. 
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señanza tenga muy poco que ver con el principio de descentralización 
de la administración pública. Mientras este principio tiende a atribuir 
competencias a los órganos jerárquicamente inferiores, y conduce a 
una mayor independencia frente al poder central, el principio de au" 
tonomía universitaria se basa en la autonomía del saber científico y de 
la cultura respecto al poder político y a otras instancias de poder; y 
conduce a una independencia de las tareas de investigación y de do-
cencia frente al poder del Estado, de los partidos políticos y de los 
grupos de presión. No se logra en consecuencia la autonomía univer-
sitaria ni en general la autonomía de la enseñanza porque en la orga-
nización y gobierno de los centros docentes no intervega el poder cen-
tral, sino el poder local o regional y los partidos y grupos de presión 
locales o regionales. El principio de autonomía de la ciencia exige que 
la investigación y la docencia no esté condicionada por instancias no 
científicas, independientemente de su carácter local, regional o cen-
tral. Autonomía regional y autonomía de la enseñanza implican ambas 
la idea de independencia respecto a instancias distintas; en el primer 
caso, respecto al poder central; en el segundo, respecto a cualquier 
instancia no científica, independientemente de su carácter central o 
no. 
Corno señala José Ortiz Díaz, «El inalienable derecho de los padres 
se refiere a elegir el modelo de educación que han de recibir sus hijos 
conforme a sus convicciones religiosas y filosóficas. Muy vulnerado o 
mermado quedaría el derecho electivo si la opción se redujera a optar 
entre centros de derecho no estatales, pero intervenidos fuertemente 
por el Estado. Entre escuelas que, al carecer de la adecuada autonomía 
pedagógica, no pudieran realizar el proyecto educativo de su Ideario. 
Hoy día no resulta posible una educación científica sin garantizar la 
plena autonomía pedagógica de un equipo docente homogéneo, y ello 
es difícil que sea organizado por el Estado»16. 
Quienes, siguiendo ideas neomarxistas, entienden que para el éxito 
de los cometidos de orden político es necesario controlar el mundo 
científico y cultural, lógicamente introducen en las tareas de investi-
gación y de docencia planteamientos políticos. Y aunque el modelo 
político al que se quiera someter la enseñanza sea democrático, no 
por ello la investigación y la docencia dejan de perder su autonomía. 
El juego político democrático no por ser democrático resulta menos 
perturbador para tareas corno la investigación y la docencia, porque 
16. La educación en eZ anteproyecto constitucionaZ, en «Estudios sobre el pro-
yecto de constitución», Madrid 1978, p. 59. 
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en ellas. no se trata de llegar a una composición de intereses, sino a la 
adquisición de un saber. 
El arto 27 de la ·· Constitución sobre libertad de enseñanza ha de 
ser interpretado, en razón del arto 10 «de conformidad con la Declara-
ción Universal de Derechos humanos y tratados y acuerdos internacio-
nales sobre las mismas materias ratificados por España». En conse-
cuencia «no debe perderse de vista --como hace notar Oscar Alzaga-
que el Pacto Internacional sobre las mismas materias de Derechos eco-
nómico, Sociales y Culturales en su arto 13,4 se refiere al Derecho a 
establecer y dirigir los referidos centros privados de enseñanza» 17. Y, 
como añade a continuación, comentando el apartado 4 del arto 27, 
«proclama aquí nuestra Constitución que la enseñanza básica es obli-
gatoria y gratuita. Y habiendo concebido en los apartados precedentes 
y en alguno de los que siguen el sistema educativo como plural, y en 
concreto integrado por centros públicos y privados, es obvio que este 
apartado debe ser interpretado en el contexto del precepto y muy en 
particular en relación al reconocimiento de la libertad de enseñanza 
que se lleva a cabo en el apartado 1 en función de la ayuda financiera 
que los entes públicos facilitarán a los centros docentes privados, con-
forme a lo previsto en el apartado 9» 18. 
De lo hasta aquí expuesto se deduce que el nuevo orden constitu-
cional acoge junto con el principio de libertad de enseñanza, entendi-
do como libertad para establecer y gestionar centros docentes distin-
tos de los establecidos por el Estado, el principio de igualdad de trato 
financiero, al menos por lo que a los niveles de enseñanza obligato-
rios se refiere. Es de esperar, en consecuencia, que los referidos pre-
ceptosconstitucionales encuentren un desarrollo similar al que tu-
vieron en Holanda o Bélgica, aunque quizá con distintas soluciones 
técnicas. En tal caso, la significación práctica de este acuerdo que 
estamos comentando consistirá en que las instituciones eclesiásticas, 
sin necesidad de privilegios, sino acogiéndose a la legislación común, 
pódrán establecer y dirigir centros no estatales. No obstante, es de 
temer que la insuficiencia del presupuesto dedicado a la enseñanza, 
así como la presión de algunos partidos de izquierda haga inoperante 
el principio de igualdad financiera de centros docentes, dando lugar a 
que continúe de modo indefinido el statu qua hasta ahora existente. 
17. La Constituci6n Española de 1978, Madrid 1978, p. 261. 
18. l. lbid. 1. c. 
